Procesado: JMOE

Delito: Falsedad en Documento privado

Radicación # 660016000036-2010-04593-01
Asunto: Recurso apelación contra sentencia condenatoria

Decisión: Confirma fallo opugnado

FALSEDAD DE DOCUMENTO PRIVADO. Se configura si el documento alterado dolosamente tiene capacidad de engañar y vocación de afectar el interés jurídicamente protegido/ Principio de unidad de indicios no se desconoce si se deducen indicios diferentes de un cúmulo de los mismos hechos indicadores/ Carga probatoria de la defensa.
“(…) tales reservas o sospechas que tuvieron los funcionarios de la universidad respecto de la falsificación de las firmas, solo se vinieron a verificar o ratificar con los resultados de las pruebas periciales de grafología a los cuales fueron sometidos dichos documentos, lo que ratifica todo lo dicho con antelación, en el sentido que esos documentos (…) tenían la capacidad para engañar a un ciudadano del común, lo que los tornaría en idóneos para poder atentar en contra de la fe pública, o sea la creencia que se tiene de los ciudadanos de la veracidad de los asuntos consignados en los documentos y de su capacidad probatoria.

Respecto del elemento de la capacidad probatoria de los documentos espurios, para la Sala no existe duda alguna que los mismos se encontraban en posibilidad de generar efectos jurídicos, los cuales no eran otros diferentes que la eventualidad que tendría el Procesado de graduarse como Abogado y por ende ejercer esa profesión sin ningún tipo de cortapisas.”
“(…) estamos en presencia de una persona que había reprobado unos exámenes de grado, pero a pesar de ello estuvo en las dependencias de la Universidad indagando por las fechas de los grados, ello sería indicativo de las manifestaciones efectuadas por el Procesado a fin de hacer eficaz la mendacidad de los documentos espurios para así poder graduarse como Abogado.”
“(…) la tesis propuesta por la Defensa respecto de la existencia de una mano negra que quería perjudicar al proceso, era una carga que solamente a la Defensa le correspondía probar acorde con los postulados del principio de la incumbencia probatoria, en cual respecto del Omnus probandi que le compete a la Defensa no implica una inversión de la carga de la prueba, ya que cuando la Defensa pretenda proponer una tesis tendiente a desvirtuar o a refutar la que ha sido propuesta por la Fiscalía, a fin de procurar el éxito de sus pretensiones no se encuentre eximida de acreditar o de demostrar los supuestos de hecho en los que se fundamenta la tesis esgrimida.”
Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sentencias de 8 de septiembre de 2015 -rad. 39419- y de 8 de junio de 2016 -rad. 41427-.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Aprobado mediante acta # 687 del 4 de agosto de 2016 
Pereira (Risaralda), cinco (5) de agosto de dos mil dieciséis (2016).

Hora: 8:53
Procesados: JMOS

Delito: Falsedad en Documento privado en concurso homogéneo sucesivo 

Radicación #
660016000036-2010-04593-01 
Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria
Decisión: Se confirma fallo opugnado


VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a desatar el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia proferida el dos (02) de junio de 2015 por parte del Juzgado 4º Penal del Circuito de esta localidad en la cual se declaró la responsabilidad criminal del señor JMOS por incurrir en la comisión del delito de Falsedad en Documento privado en concurso homogéneo sucesivo. 

ANTECEDENTES:

Los hechos que concitan la atención de la Colegiatura están relacionados con una denuncia por el delito de Falsedad en Documentos privados, en concurso homogéneo sucesivo, interpuesta por el apoderado judicial de la Universidad Libre Seccional Pereira en contra del Sr. JMOS, del cual se dice que era estudiante de la facultad de derecho de dicha alma mater y se encontraba en etapa de presentación de exámenes preparatorios como requisito previo para la obtención del título de abogado, y al revisar la carpeta del estudiante por parte de un funcionario de la universidad, se pudo observar serias irregularidades en la documentación que respaldaba la presentación de 4 exámenes preparatorios, la cual resultó estar soportada en documentos que resultaron ser falsos, como posteriormente se comprobó mediante unas experticias grafológicas en donde se identificó que para todos los documentos, el estudio de grafología determinó que las firmas del jurado y del jefe de área no guardaban relación de identidad gráfica.

Tales documentos correspondían a:

	Documento
	Irregularidad

	Segundo preparatorio del área de derecho penal del 25 de noviembre de 2008, identificado con el folio 469 y acta #869
	No presenta sello seco y en realidad correspondía al estudiante DAIRO ALEJANDRO CORREA, con el sello de IMPROBADO.

	Primer preparatorio de derecho público, con acta # 869 del folio 869 del 3 de diciembre de 2008
	Presenta el mismo número del acta anterior, (diferente área) y el libro respectivo solo llega hasta el acta # 526.

	El 6º preparatorio de derecho procesales correspondiente al acta #1136 de diciembre 14 de 2009, modalidad seminario para egresados no graduados plan “regresa a tu universidad” 
	Se utilizó hasta el acta # 1135

	Tercer preparatorio de derecho laboral del 25 de marzo de 2010 con acta # 1204 
	El listado de los resultados suscrito por los jurados y el jefe de área lo informan como IMPROBADO.


SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1) Las audiencias preliminares se llevaron a cabo el 27 de mayo del 2013 ante el Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad con funciones de control de garantías, en las cuales, se le endilgó cargos al Sr. JMOS por incurrir en la presunta comisión del delito de Falsedad en Documento privado en concurso homogéneo sucesivo, cargos que el señalado no aceptó e igualmente la Fiscalía retiró la solicitud de medida de aseguramiento.

2) Posteriormente el 4 de agosto del 2013 la Fiscalía presentó el escrito de acusación, correspondiéndole el conocimiento de la actuación al Juzgado 4º Penal del Circuito de esta localidad. Dicho Despacho llevó a cabo la audiencia de formulación de la acusación el 9 de octubre siguiente, en la cual la Fiscalía le reiteró los cargos al Procesado en similares términos a los consignados en la audiencia preliminar de formulación de la imputación.

3) El 30 de octubre del 2014 se realizó la audiencia preparatoria, mientras que la audiencia de juicio oral se llevó a cabo en sesión celebrada el día 6 de mayo de 2015.

4) Agotada las fases pertinentes del juicio oral, se anunció el sentido del fallo el cual resultó ser de carácter condenatorio. Posteriormente la sentencia se emitió el 2 de junio de la misma anualidad, en contra de la cual se presentó recurso de apelación de manera oportuna por parte de la Defensa.

EL FALLO CONFUTADO:

Se trata de la sentencia proferida en las calendas del 2 de junio de 2015 en la cual se declaró la responsabilidad criminal de JMOS por incurrir en la comisión del delito de Falsedad en Documento privado en concurso homogéneo sucesivo.

Los argumentos invocados por la Jueza de primer nivel para proferir el fallo condenatorio, se fundamentaron en argüir que en el presente asunto el acervo probatorio aducido al juicio y las estipulaciones probatorias presentadas por las partes, demostraban que el Procesado había creado los documentos y los usó con el fin de hacer incurrir en error a las autoridades universitarias para obtener el visto bueno y así conseguir el título de profesional del derecho. Ello teniendo en cuenta que era el –JMOE- quien tenía el interés de falsear la verdad, ya que había presentado preparatorios y los mismos los había reprobado, por ello y para no volver a repetirlos optó por el camino de la falsificación como medio para obtener su título de abogado, sin ser cierto que las actas no hayan sido usadas porque fueron introducidas a la carpeta del señor JMOS, con el propósito de que fueran revisadas como sustento para su graduación.    
Con base en los anteriores argumentos, la Jueza de primer nivel llegó a la conclusión que en el caso en estudio se satisfacían los requisitos exigidos por el artículo 381 C.P.P. para poder proferir una sentencia condenatoria en contra del acusado JMOS.

Respecto de la dosificación de la sanción penal la Jueza partió del mínimo establecido en la norma debido a no habérsele enrostrado circunstancias de mayor punibilidad y en el límite inferior de dicho cuarto en atención a que no presentaba antecedentes penales. A dicho monto (18 meses) se incrementaron 12 meses por la figura del concurso por lo cual el procesado fue condenado a purgar una pena de prisión de 28 meses, la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas y acorde al art. 63 del C.P. se le concedió la suspensión condicional de la pena –periodo de prueba– ambos por el mismo término de la pena principal.

LA APELACIÓN:

La discrepancia propuesta por la recurrente en la alzada, se fundamente en la tesis consistente en que en el presente asunto se debió dictar un fallo absolutorio en atención a que el confutado se emitió bajo supuestos de hecho que no tenían entidad suficiente para señalarlo como culpable.

Agrega la togada que según lo prescribe el artículo 289 del C.P. son dos los verbos rectores que se deben materializar en la conducta para que la misma obtenga el reproche social ellos son: elaborar y usar, y ello no se probó, ni como, quien, donde se elaboraron y menos el cómo llegaron a la carpeta, y según explica la recurrente no hubo quebrantamiento de la antijuridicidad debido a que aun cuando existían unos documentos apócrifos en la carpeta del estudiante, este no conocía de su existencia y por ello no había solicitado el trámite referente a su graduación.

Se queja la togada de darse por cierto -por parte de la jueza A quo- cuando no fue probado, que el encausado haya presentado preparatorios y estos fueran reprobados y pone de ejemplo los de las áreas de procesal y público los cuales no fueron presentados, por ello lo afirmado por la Jueza, que el acusado conocía el número de acta, se desvirtúa.     

Respecto de la falsedad refiere que la misma fue inocua debido a que la misma funcionaria de la Universidad -YOLIMA PATRICIA- manifestó que era evidente la falsedad y el señor FABIÁN VALENCIA a simple vista notó que las firmas no eran reales. Con ello arguye que las actas no tenían la capacidad suasoria suficiente para pasar un examen de verificación al momento de comprobar los requisitos para el otorgamiento del título.

Como consecuencia de los anteriores argumentos, la recurrente procedió a solicitar la correspondiente revocatoria del fallo confutado y por ende absolver al señor JMOS de los cargos por los cuales fue llamado a juicio.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una Sentencia proferida por un Juzgado Penal con categoría de Circuito que hace parte de este Distrito Judicial, esta Sala de Decisión Penal, según las voces del # 1º del artículo 34 C.P.P. es la competente para resolver la presente Alzada.

De igual forma no se avizoran la ocurrencia de irregularidades sustanciales que de una u otra forma hayan viciado de nulidad la actuación procesal.

- Problema Jurídico:

Acorde con los argumentos puestos a consideración de esta Colegiatura tanto por parte de la recurrente, considera la Sala que se desprende el siguiente problema jurídico: 

¿Las pruebas habidas en el proceso lograron desvirtuar la presunción de inocencia que le asistía al acusado JMOS, y en consecuencia no se cumplían con los requisitos exigidos tanto por el inciso 4º del artículo 7º C.P.P. como por el articulo 381 ibídem, para poder proferir una sentencia condenatoria en contra del aludido Procesados?
- Solución:
Para poder resolver el antes enunciado problema jurídico que nos ha sido propuesto, la Sala como punto de partida tendrá en cuenta que para que se estructure típicamente el delito de falsedad en documentos privados, se requiere de la presencia de los siguientes elementos:

· La alteración, imitación, mutación, modificación o trastocación de la verdad consignada en el documento, lo cual se puede presentar por calcamientos, tachaduras, enmendaduras o borrones.

· Daño o perjuicio, o sea que el documento redargüido de falso debe detentar la capacidad o potencialidad como para afectar el interés jurídicamente protegido.

· Dolo, que vendría siendo la intención, el ánimo o el propósito expresado por el sujeto agente de querer o pretender lesionar el interés jurídicamente protegido.

· Que el documento falsificado pueda servidor de prueba, o sea que tenga la capacidad para producir efectos jurídicos. 

Asimismo, acorde con la realidad probatoria habida en el juicio, se tendrá como ciertos e irrebatibles los siguientes hechos que se encuentran plenamente probados en el proceso:
· El acriminado fungió como alumno de la Universidad Libre Seccional Pereira, y académicamente culminó materias en la facultad de derecho.
· Existió la falsedad material por creación de cuatro actas de resultados de exámenes preparatorios
 a nombre de JMOS, lo cual fue objeto de estipulaciones probatorias.
· Es un hecho cierto que el enjuiciado se acercó a la universidad con el objetivo de indagar por las fechas para los grado de derecho.

De igual forma, del contenido de los testimonios obtenidos durante la audiencia de juicio oral, se tiene que los mismos son puntuales en afirmar que los estudiantes una vez hayan presentado los exámenes de grado o preparatorios, los resultados de los mismos son protocolizados en un acta general, la cual es entregada a la secretaria de la facultad quien realiza las actas individuales en 3 copias, una de ellas reposa en esa dependencia (decanatura de la facultad de derecho), la otra va con destino a la oficina de registro y control académico para que haga parte de la hoja de vida del estudiante, y la tercera es entregada a los estudiantes signados en ellas. De igual forma se tiene que el transporte de dichas actas las realiza un empleado de la Universidad (conductor), quien la entrega en la sección de correspondencia de la sede Belmonte de la Universidad y de allí se remite a la oficina de registro y control académico. 
También se destaca de la prueba testimonial que el acusado se enteró de manera informal sobre la fecha de realización de los grados, cuando sobre tal evento este mismo le realizó la consulta a la secretaria del área de registro y control académico, ello lo informó OSCAR FABIÁN VALENCIA CIRO jefe de registro y control académico, quien una vez supo de la inquietud del egresado procedió a revisar la carpeta de la hoja de vida del referido y encontró una presunta irregularidad en el acta del preparatorio del área de derecho penal del 25 de noviembre de 2008, ya que las firmas de los jurados se veían diferentes.

Se tiene de igual manera que acorde con lo atestado por la Sra. YOLIMA PATRICIA GAVIRIA BEDOYA, los documentos falsos señalaban que los exámenes preparatorios fueron aprobados, pero el acta general firmada por los 3 jurados y el jefe de área indicaban un resultado diferente y adverso a los intereses del señor JMOS.

Al aplicar el anterior marco al presente asunto, para así resolver el problema jurídico puesto a nuestra consideración, se tiene que acorde con la principal de las tesis de la discrepancia propuestas por la recurrente, quien en esencia alegó que en el presente asunto, ante lo burda de la mendacidad se debió dictar una sentencia absolutoria por no cumplirse con el requisito de la tipicidad, en atención a que los documentos redargüidos de falso debían ser catalogados como inocuos, la Sala es de la opinión que no le asiste la razón a la recurrente puesto que en el subexamine se cumplen con cada uno de los aludidos requisitos para la configuración del delito de falsedad en documentos, puesto que los documentos redargüidos de falsos si tenían la capacidad para atentar en contra del interés jurídicamente protegidos, en atención a que con los mismos si se podía engañar a personas del común, razón por la que para poder determinar con precisión la existencia de la mendacidad y la modalidad de la misma, se hizo necesario que los mismos fueran sometidos a unas experticias grafológicas, en cuyas conclusiones nunca se dijo que se estaba en presencia de una falsificación tosca o burda. 

Ahora bien, es cierto que varios empleados de la Universidad, Vg. OSCAR FABIÁN VALENCIA CIRO, al analizar dichos documentos tuvieron sus sospechas y reservas respecto de las firmas de los profesores que aparecían consignadas en esas actas de los exámenes preparatorios, pero es de aclarar que esas sospechas y reservas no fueron producto ni de lo tosco y ni de lo rústico de la mendacidad, sino porque esas personas, como consecuencia del ejercicio de sus funciones, tenían conocimiento apriorístico de las características de las signaturas de los profesores encargados de los exámenes preparatorios. 

A lo anterior, se debe aunar que tales reservas o sospechas que tuvieron los funcionarios de la universidad respecto de la falsificación de las firmas, solo se vinieron a verificar o ratificar con los resultados de las pruebas periciales de grafología a los cuales fueron sometidos dichos documentos, lo que ratifica todo lo dicho con antelación, en el sentido que esos documentos si tenían la capacidad para engañar a un ciudadano del común, lo que los tornaría en idóneos para poder atentar en contra de la fe pública, o sea la creencia que se tiene de los ciudadanos de la veracidad de los asuntos consignados en los documentos y de su capacidad probatoria.
Respecto del elemento de la capacidad probatoria de los documentos espurios, para la Sala no existe duda alguna que los mismos se encontraban en posibilidad de generar efectos jurídicos, los cuales no eran otros diferentes que la eventualidad que tendría el Procesado de graduarse como Abogado y por ende ejercer esa profesión sin ningún tipo de cortapisas.
Por lo tanto, en el proceso puesto a consideración de la Sala, se cumplirían con todos los requisitos requeridos para la configuración típica del delito de falsedad en documentos, puesto que se alteró y mutó la verdad consignada en unas actas de exámenes preparatorios, alteración esta que se realizó de manera dolosa, la cual tenía tanto la capacidad suficiente como para engañar al ciudadano del común como la requerida para producir efectos jurídicos en el mundo ontológico. 

En lo que tiene que ver con la otra tesis de la discrepancia esgrimidas por la recurrente, quien propuso que en el presente asunto no existían pruebas que comprometieran la responsabilidad criminal del Procesado en la comisión del delito, dando a entender de esa forma que el acusado pudo haber sido víctima de fuerzas oscuras que plantaron los documentos con el fin de perjudicarlo, la Sala es de la opinión que si bien es cierto en la actuación no existen pruebas que de manera directa vinculen al procesado con lo acontecido, si existen pruebas indirectas que de una u otra forma demuestran la responsabilidad criminal endosada al Procesado respecto de la comisión del delito de falsedad en documentos.
Uno de esos indicios de responsabilidad criminal, lo encontramos en los hechos indicadores que nos enseñan que: 
1) El Procesado no había aprobado varios de los exámenes de grado cuyas actas fueron falsificadas para de esa forma hacer creer que el acusado si había aprobado esos exámenes de grado que en verdad reprobó, como bien se desprende de lo atestado por la Sra. YOLIMA PATRICIA GAVIRIA BEDOYA, la que en lo que tiene que ver con el examen preparatorio de derecho laboral, expuso que verificó esa acta de preparatorio y la confrontó con el acta general, encontrándose que los resultados en una y en la otra eran adversos a los intereses del ahora encausado. Por lo tanto, si el Procesado era la única persona que se beneficiaba o favorecía con esas mendacidades, puesto que de ser exitosas podía graduarse como Abogado, como hecho oculto se nota el consistente en que existía la posibilidad de que Él haya sido la persona que gestionó la falsificación de dichos documentos, ya sea directamente o por interpuesta persona.
2) El otro indicio de responsabilidad, que lo podríamos denominar como indicio de la oportunidad para delinquir, tiene como sus hechos indicadores las pruebas testimoniales que nos enseñan que a los alumnos de la universidad se le entregan una copia del acta de los exámenes de grado, y si a ello le aunamos que el Procesado presentó varios preparatorios que reprobó, como hecho oculto o desconocido, como consecuencia de la relación que el procesado tuvo con las copias de las actas de los exámenes de grado, se avizora el consistente en que el Procesado se valió de las copias de las actas de los exámenes que tenía en su poder para falsificarlas y de esa forma hacerlas valer con la intención de poder graduarse como abogado.  
Y como indicio final, la Sala deduce el de

3) las manifestaciones posteriores al delito, el cual tiene como sus hechos indicadores aquellos que demuestran las averiguaciones que estuvo realizando el procesado respecto de cuando eran las fechas de grado, lo que acorde con lo expuesto por OSCAR FABIÁN VALENCIA CIRO, motivó para que verificaran en la hoja de vida del egresado con el propósito de  identificar de antemano el cumplimiento de los requisitos del alumno, y ahí fue cuando surgieron las sospechas sobre las anormalidades habidas en las signaturas de las actas de los exámenes de grado. 

Por lo tanto si estamos en presencia de una persona que había reprobado unos exámenes de grado, pero a pesar de ello estuvo en las dependencias de la Universidad indagando por las fechas de los grados, ello sería indicativo de las manifestaciones efectuadas por el Procesado a fin de hacer eficaz la mendacidad de los documentos espurios para así poder graduarse como Abogado.

Ahora bien, como quiera que los anteriores indicios tienen denominadores comunes respecto de varios de sus hechos indicadores, se podría decir que la Sala con la deducción de esos indicios ha desconocido los postulados del principio de la unidad de indicios, lo que no es correcto, puesto que lo que se prohíbe con ese principio es que con base en un mismo hecho indicador se infieran más de un mismo indicio, pero válidamente se pueden deducir indicios diferentes con un cúmulo de los mismos hechos indicadores, como bien aconteció en el caso en estudio.

Frente a lo anterior, la Corte ha expuesto lo siguiente: 

“Asimismo, el libelista plantea que el sentenciador incurrió en falso raciocinio al deducir el indicio de mala justificación por haberse consignado en la escritura pública por cuyo medio se transfirió la propiedad del predio La Reforma, que se hizo como dación en pago y no como parte de pago por la compra del predio Potrero Grande. En opinión del censor esta consideración transgrede el artículo 285 de la Ley 600 de 2000 que prohíbe usar los elementos indicadores del hecho como hechos independientes para extraer de ellos numerosos indicios.

En este caso, resulta evidente que al igual que el Tribunal, el libelista participa de la tesis según la cual cada uno de los indicios tiene una denominación específica de acuerdo a lo que con ellos se pretenda acreditar, cuando lo cierto es que tal forma de proceder no es más que el resultado de una práctica carente de fundamento científico y que obedece a criterios eminentemente prácticos para evitar argumentos repetitivos que pueden restar claridad al planteamiento. El indicio es solamente eso, el resultado de una inferencia realizada a partir de un hecho conocido y debidamente acreditado por uno o varios medios de prueba, que nos permite establecer con gran probabilidad otro hasta ese momento desconocido, pudiendo suceder que a partir de una misma fuente de prueba, se puedan establecer varios hechos que a su vez pueden dar lugar a la construcción de otros tantos indicios. 

Así, por vía de ejemplo, cuando a partir de un testimonio de persona que goza de gran credibilidad, pues en ella no se evidencia ningún motivo que permita sugerir que falta a la verdad, sea por interés frente al caso o por animadversión respecto de alguna de las partes, se acredita que Paulo fue visto salir corriendo con un arma de fuego en la mano de la habitación en donde momentos después se encontró una persona muerta a consecuencia de varios disparos, de ese medio de convicción se podrían inferir varios hechos, a saber: (i) que Paulo estuvo allí (indicio de presencia), que al portar el arma de fuego con ella pudo haber disparado contra la víctima (indicio de tenencia de un arma de fuego) y que al salir velozmente de allí sólo pretendía la impunidad (indicio de huida), a partir de lo cual a primera vista se podría llegar a pensar, como lo hace el recurrente, que son varios los indicios construidos a partir de un solo hecho indicador, y que una tal forma de razonar se encuentra prohibida por el ordenamiento procesal penal, cuando lo cierto es que en honor a la verdad se trataría de varios indicios establecidos a partir de hechos distintos, pese a que todos ellos provienen de una misma fuente de prueba.

En este caso, el sentenciador encontró que cada uno de los procesados no solamente faltó a la verdad en algunos aspectos relevantes de sus relatos, sino que encontró inconsistencias y contradicciones en sus explicaciones sobre cada una de las negociaciones por las que fueron interrogados, de lo cual no necesariamente se sigue que de un mismo hecho se hubieren construido varios indicios como se sugiere por el recurrente…”
.

De igual forma, observa la Sala que la recurrente argumenta la hipótesis consistente en que al Procesado le era imposible cometer el delito y que él bien pudo haber sido víctima de las intrigas fraguadas por terceras personas, quienes sembraron los documentos espurios con la intención de perjudicarlo. Y para demostrar su tesis la defensa acude a lo dicho por el investigador JHON ALEXÁNDER HERRERA, quien asevera que la custodia de las actas y carpetas de los estudiantes se encontraban bajo la responsabilidad exclusiva de las autoridades universitarias. Pero para la Colegiatura dicha prueba por sí sola no era suficiente para acreditar lo perseguido por la Defensa ni para desvirtuar la teoría del caso de la Fiscalía, por lo siguiente:

1) El testimonio del investigador respalda una situación conocida sobre la condición del señor JMOE como alumno de la carrera de derecho que terminó el 17 de noviembre de 2009, ello conforme la certificación que consiguió proveniente de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre de esta Ciudad.

2) La manifestación de no encontrarse demostrado en documento alguno en la carpeta del señor JMOS, sobre solicitud para grado, no es de recibo debido a que ello no lleva ritualidad alguna, y como lo manifestó el señor OSCAR FABIÁN VALENCIA CIRO, ni siquiera cuando el alumno solicita el documento para recoger los paz y salvos, debido a que tal documento es entregado al alumno sin que quede copia del recibido dentro de su documentación.    
3) Nótese que uno de los pilares básicos en los cuales la defensa enarbola su teoría del caso está relacionado con una supuesta persona que introdujo tales falsedades en la carpeta del señor JMOE con el propósito de perjudicarlo, pero de manera calmada la defensa solo postula tal afirmación sin hacer el menor esfuerzo de llevar a juicios elementos que dieran firmeza a su postura por lo cual la misma queda como una simple y llana hipótesis sin comprobación por la parte interesada en demostrarla.

4) Acorde con lo dicho por los testigos sobre los pasos que se surten en el proceso de radicación de los documentos hacia los archivos de la Universidad, es posible que uno de los eslabones de esa cadena pueda ser corrompido por terceras personas, para que de esa forma lleguen a la oficina de Control Registro y Académico documentos apócrifos mediante el empleo de las fuentes normales u ordinarias.

Siendo así las cosas, la Sala concluye que en el presente asunto la Defensa no demostró la tesis consistente en que el Procesado fue una víctima de unas intrigas urdidas por fuerzas oscuras quienes plantaron los documentos espurios con la proterva intención de perjudicarlo.  
Es de anotar que la tesis propuesta por la Defensa respecto de la existencia de una mano negra que quería perjudicar al proceso, era una carga que solamente a la Defensa le correspondía probar acorde con los postulados del principio de la incumbencia probatoria, en cual respecto del Omnus probandi que le compete a la Defensa no implica una inversión de la carga de la prueba, ya que cuando  la Defensa pretenda proponer una tesis tendiente a desvirtuar o a refutar la que ha sido propuesta por la Fiscalía, a fin de procurar el éxito de sus pretensiones no se encuentre eximida de acreditar o de demostrar los supuestos de hecho en los que se fundamenta la tesis esgrimida.

Sobre lo anterior, bien vale la pena traer a colación las sabias enseñanzas que en tal sentido ha expuesto la Corte en los siguientes términos: 

“La presunción de inocencia, en la forma como lo establece expresamente el ordenamiento procesal penal y lo corroboran diversos tratados de derechos humanos, constituye regla básica en cuanto a la carga de la prueba, ya que le corresponde al Estado, en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, probar que “una persona es responsable de un delito, produjo el daño, o participó en la comisión del mismo, lo que se conoce como principio onus probandi incumbit actori”. (Cfr. Corte Constitucional sentencia C-205-03).

En efecto, los incisos segundo y tercero del artículo séptimo del Código de Procedimiento Penal, con claridad precisan que “corresponde al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca de la responsabilidad penal, y que “En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria”. Es decir, el procesado no tiene por qué presentar pruebas de su inocencia, pues es función del Estado acreditar la ocurrencia del delito, que el acusado intervino en su realización y es penalmente responsable. Así lo ratifican la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Art. 11), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 14-2) y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (art. 8-2).

(…)

Se tiene, de esa manera, que en el proceso penal no es posible trasladar la carga de la prueba de responsabilidad al acusado, pues no le corresponde a él desplegar actividades dirigidas a demostrar su ajenidad en el ilícito. Por el contrario, el Estado soporta el deber de acreditar la culpabilidad del procesado, protegido hasta el fallo definitivo por la presunción de inocencia, la cual, para ser desvirtuada, se insiste, exige la convicción o certeza, más allá de toda duda, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el autor. “Esto es así, porque ante la duda de la realización del hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio de in dubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor del acusado.” (Sobre el punto, véase Corte Constitucional sentencias C-252-01, C-774-01, C-416-02, y C-205-03.).

Dado que la carga de la prueba de responsabilidad no puede ser invertida, tampoco admite someterla a las reglas de la carga dinámica de la prueba.

(…)

El Código General del Proceso (art. 167), establece el principio general según el cual, incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen y, en forma excepcional, faculta al juez para que de oficio o por solicitud de parte, según las particularidades del caso, pueda distribuir la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos.

No obstante, esta tesis no es de recibo en el proceso penal si se trata de demostrar los elementos del delito y su conexión con el acusado (prueba de responsabilidad), por así prohibirlo de manera clara y contundente el artículo 7º del Código de Procedimiento Penal, el cual fija en el órgano de persecución penal la carga de la prueba de responsabilidad, en desarrollo del artículo 29 Superior y los tratados de derechos humanos suscritos por Colombia, que garantizan la presunción de inocencia durante todo el trámite del proceso hasta la sentencia en firme que la desvirtúe.

De admitirse su empleo para el fin anotado (acreditar responsabilidad), además de transgredir al ordenamiento, se romperían los pilares del modelo de enjuiciamiento acusatorio alusivos al equilibrio entre las partes, la igualdad de armas, y la dirección de la causa por un juez imparcial sin iniciativa probatoria, pues acorde con la definición legal (art. 167 C.G.P), a través de ese principio se le asignaría la facultad de imponer al acusado el deber de demostrar la materialidad del delito y su responsabilidad, cuando considere que ese sujeto procesal se halla en mejores posibilidades de hacerlo que la Fiscalía.

Lo que sí le es dado al procesado es oponerse a las pruebas que la Fiscalía trae para desvirtuar su inocencia, actividad que corresponde a un acto propio del derecho de defensa a través del cual puede, incluso, explicar o justificar su conducta. Si opta por ese camino, declinando el derecho a guardar silencio, asume el deber de acreditar esas explicaciones, de manera que si, por ejemplo, propone una coartada, debe procurar para la actuación los medios de prueba que acrediten su ubicación a la hora de los hechos, en un lugar diferente al de la ejecución, ya que la simple manifestación de ausencia, resultaría insuficiente para desvirtuar la imputación que le haga la Fiscalía como autor o partícipe de la ilicitud. Igual diligencia se le exigirá si frente a la acusación propone la existencia de causales eximentes de responsabilidad, pues debe emplearse en demostrar los supuestos de hecho que las actualizan. La Fiscalía, por su parte, procurará negar la existencia de esas circunstancias.

En todos esos eventos, se activa el principio general de la incumbencia probatoria, de conformidad con el cual le corresponde al interesado probar el supuesto de hecho de las normas que establecen el efecto jurídico que persigue, sin que ello signifique trasladar la carga probatoria de responsabilidad o fijar cargas dinámicas en torno a ese tópico…”
.
En resumidas cuentas, a modo de conclusión, la Sala considera que no le asiste la razón a los reproches que la recurrente ha formulado como tesis de su discrepancia en contra del fallo opugnado, porque las pruebas aducidas al juicio lograron derruir la presunción de inocencia que le asistía al Procesado y por ende al cumplir dicho acervo probatorios con los requisitos exigidos por el articulo 381 C.P.P. se acreditó el compromiso penal que le asistía al acusado.

Siendo así las cosas, la Colegiatura concluye que no le asiste la razón a los reproches que la recurrente ha formulado en contra del fallo confutado, el cual por ser acertado a derecho será confirmado respecto de todo aquello que fue tema de apelación.

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la Republica y por Autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO: CONFIRMAR la Sentencia proferida por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta localidad en las calendas del dos (2) de junio de 2015, en la cual fue declarada la responsabilidad criminal del Procesado JMOS por incurrir en la comisión del delito de Falsedad en documento privado.

SEGUNDO: Declarar que en contra de la presente sentencia de 2ª Instancia procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de las oportunidades de ley.

  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

� Preparatorio de derecho procesales correspondiente al acta # 1136 de diciembre 14 de 2009; Preparatorio de derecho laboral con acta # 1204 del 25 de marzo de 2010; Preparatorio del área de derecho penal del 25 de noviembre de 2008; Preparatorio de derecho público con acta # 869 del 3 de diciembre de 2008.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del ocho (08) de junio de 2016. SP7816-2016. Rad. # 41427. M.P. JOSÉ FRANCISCO ACUÑA VIZCAYA.





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia de 1ª instancia del ocho (08) de septiembre de 2015. SP12772-2015. Radicación n° 39419. M.P. JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ.
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